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Resumen 

Una de las claves en la lucha contra el cambio climático es el proceso de transición 

energética. En la situación de emergencia climática global, la Unión Europea se 

encuentra en una posición de vulnerabilidad, debiendo afrontar riesgos vinculados a la 

seguridad y al reto de la sostenibilidad. Las competencias de que dispone la Unión 

condicionan su capacidad de acción y reacción en el marco de la transición energética. 

El presente artículo analiza la interpretación de las competencias de la Unión en 

materia de energía, los elementos de la política energética y su relación con otras 

políticas comunitarias, para determinar si son coherentes con las exigencias derivadas 

de la transición energética.  

 

Palabras clave: Transición energética; Unión Europea; Competencias; Seguridad 

energética, Medio ambiente Cambio climático. 

 

 

Abstract. Interpretative research of the European Union competences in the field of 

energy. Article 194 of the TFEU in the context of energy transition 

One of the keys in the fight against climate change is the energy transition process. In 

the global climate emergency, the European Union finds itself in a vulnerable position, 

having to face risks linked to security and the challenge of sustainability. The 

competences of the European Union define its capacity for action and reaction in the 

context of the energy transition. This analysis provides the interpretation of the EU 
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competences in the field of energy, outlines the aspects of the energy policy and their 

connection with other Community policies, to determine if they meet the demands 

arising from the energy transition.  

 

Keywords: Energy transition; European Union; Competences; Energy security; 

Environment; Climate change. 

 

 

Resum. Estudi interpretatiu de les competències de la Unió Europea en matèria 

d’energia. L’article 194 del TFUE en el marc de la transició energètica 

Una de les claus en la lluita contra el canvi climàtic és el procés de transició energètica. 

En la situació d’emergència climàtica global, la Unió Europea se situa en una posició de 

vulnerabilitat, havent d’afrontar riscos vinculats a la seguretat i al repte de la 

sostenibilitat. Les competències que disposa la Unió condicionen la seva capacitat 

d’acció i reacció en el marc de la transició energètica. El present article analitza la 

interpretació de les competències de la Unió en matèria d’energia, els elements de la 

política energètica i la seva relació amb altres polítiques comunitàries, per determinar 

si són coherents amb les exigències derivades de la transició energètica. 

 

Paraules clau: Transició energètica; Unió Europea; Competències; Seguretat 

energètica; Medi ambient; Canvi climàtic. 
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1. INTRODUCCIÓN 

Las consecuencias críticas que se derivan del cambio climático y sus impactos directos 

sobre los sistemas físicos, biológicos y humanos, hacen que este fenómeno sea 

calificado como el mayor riesgo que afrontará la humanidad en las próximas décadas. 

Es necesario redefinir los modelos de consumo y producción insostenibles y adoptar 

nuevos enfoques por lo que se refiere a las actividades económicas vinculadas a la 

generación de emisiones de gases de efecto invernadero. Una de las claves para mitigar 

y revertir la crisis climática, en el sentido anterior, se encuentra en la estrategia 

definida sobre la forma de generación y consumo de energía.  

En la lucha contra el cambio climático, por lo tanto, es fundamental lograr una 

desvinculación entre el crecimiento económico y el uso de las energías fósiles, con el 

objeto de mantener el bienestar global, promover el desarrollo de las regiones menos 

favorecidas, sin comprometer la capacidad ecológica del planeta (Akizu et al, 2018). 

Los cambios en el sistema energético propulsados en esta línea constituyen el actual 

proceso de transición energética, dirigido a la descarbonización, vinculándola con la 

promoción del desarrollo sostenible, el fomento de las renovables y el impulso de la 

eficiencia energética (Linares, 2018). Así, a diferencia de las transiciones energéticas 

ocurridas históricamente y relacionadas con la utilización de combustibles fósiles a 

gran escala y con el desarrollo de las nucleares, la actual transición energética tiene por 

finalidad última la reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero y frenar 

el fenómeno de la crisis climática (Linares, 2018). 

En este escenario, la Unión Europea (UE, en adelante) presenta algunas 

características peculiares relacionadas con el proceso de transición energética y, en 

particular, con su posición desde el punto de vista de la seguridad energética. 

Entendiéndose, por seguridad energética, la conjunción de los siguientes conceptos: 

disponibilidad, accesibilidad, asequibilidad y aceptabilidad. En otras palabras, que el 

recurso energético exista y sea accesible, que esté disponible en el mercado, que sea 

económico, que proceda de energías aceptables medioambientalmente y que su 

aprovechamiento sea compatible con las aspiraciones de desarrollo sostenible 

(Rodríguez Padilla, 2018). 

Con relación a los primeros elementos mencionados (disponibilidad y 

accesibilidad), la Unión se caracteriza por la incapacidad para abastecer la demanda 
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interna, mediante la explotación de recursos propios, dependiendo en gran medida de 

las importaciones de energía procedentes de terceros países (G. Rabanal, 2005). En 

este sentido, la UE se sitúa en una posición de vulnerabilidad con relación a las posibles 

situaciones de inestabilidad en el sector, o a fenómenos que dificulten, limiten, o hagan 

imposible el abastecimiento. A esta dificultad se le añade la localización en zonas de 

inestabilidad política de los combustibles fósiles más importantes (Bachiller, 2010.) y 

el enfoque geopolítico que está adoptando la Unión en la dimensión exterior del 

abastecimiento energético (Siddi & Kustova, 2021). 

Vinculado a la dependencia energética, surge el factor de la vulnerabilidad de la 

Unión ante las fluctuaciones en los precios de la energía (asequibilidad). Una muestra 

de ello es que, a raíz de la creciente demanda del gas a nivel mundial, en el período de 

recuperación económica, tras los efectos de la pandemia COVID-19, los precios de la 

electricidad han ido en ascenso, habiendo aumentado el triple en la Unión, en 

comparación con otros mercados regionales importadores (como el asiático o el 

estadounidense)1. A su vez, esto supone que se acrecienten las situaciones de pobreza 

energética, convirtiéndose en un problema generalizado en la UE (Larrea, 2018). 

Por último, en términos de sostenibilidad (aceptabilidad), debe reseñarse que 

en los últimos años se han producido avances notables en lo que se refiere a la 

producción interna de energías renovables. Así, en el año 2021, las energías renovables 

superaron a las fósiles como principal fuente de energía dentro de la Unión (38% de la 

electricidad, frente al 37% procedente de combustibles fósiles y al 25% procedente de 

energía nuclear).2 Sin embargo, en términos globales, siguen predominando los 

combustibles fósiles como fuente principal para cubrir la demanda energética de la 

Unión.  

Siendo varios los factores que han situado a la Unión en una posición de 

vulnerabilidad en el marco de la transición energética, no fue hasta la promulgación del 

Tratado de Lisboa que se incorporó en el derecho primario una base jurídica específica 

en materia de energía (art. 194 TFUE).Es la razón por la cual, en la etapa previa a 

Lisboa, la intervención comunitaria en este ámbito se veía encauzada, principalmente, 

por medio del desarrollo del mercado interior, para cuestiones relacionadas con la 

construcción del mercado de la electricidad y el gas natural; a través de las 

competencias en medio ambiente, para fundamentar la normativa de energías 

renovables y eficiencia energética; y sobre la base del título de políticas coyunturales, 

para afrontar situaciones de peligro en el suministro de recursos energético (Huhta, 

2021). 

En el contexto actual, marcado por la necesidad de dirigir la política y la 

iniciativa legislativa para abordar la crisis climática, es esencial analizar si las 

competencias de la UE en materia de energía se adecuan a las exigencias derivadas de 

 
1 Un conjunto de medidas de actuación y apoyo para hacer frente al aumento de los precios de la energía 
COM/2021/660 final. 
2 Contribución al Pacto Verde Europeo y a la recuperación de la Unión (de conformidad con el 
Reglamento (UE) 2018/1999, sobre la gobernanza de la Unión de la Energía y de la Acción por el Clima) 
COM/2021/950 final 
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la transición energética. El objetivo del presente artículo es determinar la forma en la 

que se interpretan e interrelacionan los aspectos y objetivos de la política energética 

del art. 194 TFUE, de conformidad con los criterios hermenéuticos del Tribunal de 

Justicia de la Unión Europea (TJUE, en adelante). A partir de este estudio jurídico, se 

detectarán los principales puntos fuertes y débiles de las competencias de la Unión en 

materia de energía para afrontar dichos retos.  

 

 

2. ESTUDIO INTERPRETATIVO DE LAS COMPETENCIAS DE LA UNIÓN EUROPEA 

EN MATERIA DE ENERGÍA  

2.1. La base jurídica del artículo 194 TFUE 

2.1.1. Aspectos generales del Título sobre energía 

En el Tratado de Lisboa se incorporaba el Título XXI sobre energía, fijando en el artículo 

194 TFUE las bases de una política energética de la UE. Este título competencial 

encuentra su reflejo en el artículo 4.2.i) TFUE, por lo que se trata de un ámbito de 

competencia compartida sometido a los principios de proporcionalidad y 

subsidiariedad (Talus et al, 2017). De forma general, existen otros artículos en el 

Tratado de Lisboa que se refieren al ámbito energético: el artículo 122 TFUE, referido 

a la posibilidad el Consejo de adoptar medidas —con un espíritu de solidaridad— ante 

situaciones de dificultades graves de suministro de determinados productos y 

especialmente en el ámbito de energía; el artículo 170 TFUE —redes transeuropeas— 

y el artículo 192 —política de medio ambiente—. 

Por lo que se refiere específicamente al artículo 194 TFUE, esta disposición 

empieza situando la política energética de la Unión en el marco “del establecimiento o 

del funcionamiento del mercado interior” y “atendiendo a la necesidad de preservar y 

mejorar el medio ambiente” (apdo. 1, art. 194 TFUE), siendo estas dos piezas claves en 

la regulación que precedía a Lisboa. Además, se añade que la persecución de los 

objetivos de la política energética deberá guiarse por “un espíritu de solidaridad entre 

los Estados miembros”. Tras señalar los pilares del artículo 194 TFUE, continúa fijando 

los objetivos concretos que deberán perseguirse:  

a) garantizar el funcionamiento del mercado de la energía; 

b) garantizar la seguridad del abastecimiento energético en la Unión; 

c) fomentar la eficiencia energética y el ahorro energético, así como el 

desarrollo de energías nuevas y renovables; y 

d) fomentar la interconexión de las redes eléctricas 

En definitiva, los objetivos centrales de la política energética que se trazan en el 

Tratado de Lisboa son la seguridad del suministro, la competitividad y la sostenibilidad 

medioambiental (Parra, 2013), todo ello teniendo en cuenta el mencionado espíritu de 

solidaridad entre los Estados miembros. 
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A continuación, el artículo 194 TFUE aborda las cuestiones de procedimiento 

para la adopción de las medidas en el ámbito de esta política. Se establece, como regla 

general, acudir al procedimiento legislativo ordinario (apdo. 2, art. 194) y la excepción 

de la adopción mediante unanimidad del Consejo en el caso de las disposiciones 

esencialmente de carácter fiscal (apdo. 3, art. 194). 

Debe remarcarse que, de conformidad con el apdo. 2 in fine del art. 194, las 

medidas que se adopten no afectarán al Derecho de un Estado miembro a determinar 

las condiciones de explotación de sus recursos energéticos, sus posibilidades de elegir 

entre distintas fuentes de energía y a la estructura general de su abastecimiento 

energético. Esta limitación se introduce en aras de preservar los intereses nacionales y 

debe interpretarse sin perjuicio de las medidas que puedan adoptarse bajo el artículo 

192.2c), en el marco de la política ambiental.  

Tomada la base jurídica de energía en su conjunto, se aprecia como un 

“compromiso cuidadosamente construido para garantizar dos objetivos 

aparentemente contrapuestos” (Segoviano, 2020). En efecto, por una parte, lograr 

avanzar en una política que incida en aspectos de interés comunitario, como son la 

construcción del mercado interior, la seguridad energética y la visión de sostenibilidad; 

velando a la vez por la protección de los intereses estatales en el ámbito de su soberanía 

nacional. 

 

 

2.1.2. Elección de la base jurídica de energía 

La constitucionalización de la política energética —mediante la incorporación del 

artículo 194 TFUE— ha incidido en la revisión normativa de este sector, 

concretamente, a partir de cambios en la base jurídica escogida para aquella normativa 

que en la etapa pre-Lisboa se había fundamentado en los títulos de medio ambiente, 

mercado interior y política económica coyuntural.  

De esta manera, por lo que se refiere al ámbito medioambiental, los 

instrumentos de derecho derivado sobre eficiencia energética, eficiencia energética de 

los edificios y fomento de renovables, han dejado de fundamentarse en el Título de 

medio ambiente (anteriormente se adoptaban bajo el artículo 175 TCE), para pasar a 

adoptarse por medio del artículo 194 TFUE.3 

Lo mismo ha sucedido con la legislación tradicionalmente fundamentada en el 

Título de mercado interior en este ámbito (antiguo 95 TCE), puesto que ahora la 

 
3 Así, la Directiva 2006/32/CE sobre eficiencia energética (175 TCE) fue derogada por la Directiva 
2012/27/UE (194 TFUE) y modificada por medio de las Directivas 2018/844 y 2018/2002 (resultantes 
del cuarto paquete energético). La Directiva 2002/91/CE sobre eficiencia energética de los edificios 
(175 TCE) fue derogada por la Directiva 2010/31/UE (194 TFUE) y modificada por la Directiva 
2018/844. Finalmente, la Directiva 2009/28/CE, de fomento a las renovables, fue derogada por la 
Directiva 2018/2001 (194 TFUE). 



Estudio interpretative de las competencias de la UE en materia de energía                                              Quaderns IEE, 2/1 (2023)     67 
 

 
 

 

normativa sobre el mercado interior de la electricidad y el mercado del gas natural se 

encuentra fundamentada sobre la base jurídica de energía.4  

Finalmente, en cuanto al Título sobre política económica (antiguo art. 110 TCE), 

se ha producido este mismo fenómeno con la normativa sobre seguridad del suministro 

de gas natural; mientras que la normativa vigente sobre reservas mínimas de petróleo 

—que entró en vigor antes del Tratado de Lisboa— mantiene su base jurídica previa, 

si bien las modificaciones posteriores se han producido bajo la óptica del art. 194 

TFUE.5 

Se observa que la base jurídica configurada en el artículo 194 TFUE ha 

concentrado las actuaciones tradicionalmente encauzadas por los Títulos de medio 

ambiente, mercado interior y política económica. Por lo tanto, la práctica política y 

legislativa de la Comisión Europea indicaría que el artículo 194 TFUE —que ha 

absorbido los ámbitos mencionados— sería la base jurídica adecuada y con un alcance 

suficientemente amplio como para poder incidir sobre estas materias.6  

Partiendo de la anterior constatación, es necesario examinar si, a nivel 

interpretativo, el TJUE validaría la elección de la base jurídica del artículo 194 TFUE 

para adoptar los instrumentos de derecho derivado conectados con los objetivos de 

esta política.  

De forma general, la jurisprudencia sobre determinación de la base jurídica de 

un acto de la Unión hace referencia a los elementos objetivos de la finalidad y el 

contenido del acto, siendo indiferente la empleada en actos similares y debiendo 

acudirse a la disposición más específica del Tratado7. Asimismo, remarca la 

importancia del contexto en el que se inscribe el acto, y su componente principal en 

caso de perseguir un doble objetivo.8 

 
4 La Directiva 2009/72/CE, sobre normas comunes para el mercado interior de la electricidad (art. 95 
TCE), fue derogada por la Directiva 2019/944 (194 TFUE) que se interpreta juntamente con el 
Reglamento 2019/943 sobre el mercado interior de la electricidad. La Directiva 2003/55/CE sobre 
normas comunes para el mercado interior del gas natural (art. 95 TCE) fue derogada por la Directiva 
2009/73/CE (95 TCE), la cual fue modificada por la Directiva 2019/692 (art. 194 TFUE). La Directiva 
2005/89/CE sobre medidas de salvaguarda de la seguridad del abastecimiento de electricidad (art. 95 
TCE) fue derogada por el Reglamento 2019/941 (art. 194 TFUE).  
5 La Directiva 2004/67/CE, sobre la seguridad del suministro de gas natural (art. 100 TCE) fue derogada 
por el Reglamento 994/2010 (194 TFUE) que a su vez fue derogado por el actual Reglamento 2017/1938 
(art. 194 TFUE). La Directiva 2009/119/CE sobre el nivel mínimo de reservas de petróleo (art. 100 TCE) 
sigue vigente, pero ha sido modificada por el Reglamento 2018/1999 sobre la gobernanza de la Unión 
de la Energía y de la Acción por el Clima (192 y 194 TFUE). 
6 Debe añadirse que, a raíz de la actual acción política de la Comisión, coexisten con cierta conexión los 
instrumentos de derecho derivado propios de la legislación europea sobre el clima con los propios de la 
política energética, ateniendo a los concretos objetivos de las bases jurídicas respectivas. Vid.: El 
conjunto de iniciativas dentro del quinto paquete energético pueden consultarse en: Comisión Europea 
(s.f.), Cumplir el Pacto Verde Europeo.  
https://ec.europa.eu/info/strategy/priorities-2019-2024/european-green-deal/delivering-european-
green-deal_es#renovar-edificios-para-unos-estilos-de-vida-ms-ecolgicos950 
7 Asunto C-155/07, Parlamento Europeo contra Consejo de la UE, de 6 de noviembre de 2008. 
8 Asunto C/626/18, Polonia contra Parlamento Europeo, de 8 de diciembre de 2020. 

https://ec.europa.eu/info/strategy/priorities-2019-2024/european-green-deal/delivering-european-green-deal_es#renovar-edificios-para-unos-estilos-de-vida-ms-ecolgicos950
https://ec.europa.eu/info/strategy/priorities-2019-2024/european-green-deal/delivering-european-green-deal_es#renovar-edificios-para-unos-estilos-de-vida-ms-ecolgicos950
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En lo que se refiere específicamente al empleo del artículo 194 TFUE, el asunto 

C-490/109 ofrece la interpretación sobre su alcance y la idoneidad de su elección para 

fundamentar los actos de derecho derivado. Ante todo, el Tribunal parte de la premisa 

que, desde el Tratado de Lisboa, el artículo 194 TFUE constituye la base jurídica 

expresa para la política de la Unión en el ámbito energético y que, como tal, debe ser 

aplicada a los actos de la Unión necesarios para alcanzar los objetivos definidos en 

dicho artículo (apdo. 1, art. 194 TFUE). 

Además, debe entenderse su aplicación sin perjuicio de la existencia de las otras 

disposiciones más específicas del Tratado (tal y como se indica en el apdo. 2, art. 194 

TFUE) y, en particular, tomando en consideración los artículos 122 TFUE y 170 TFUE, 

relativos a la superación de dificultades graves en el suministro de productos 

energéticos y en las redes transeuropeas; así como las otras competencias de la Unión 

que existan esta materia. Estas disposiciones más específicas serán las aplicables, 

aunque persigan alguno de los objetivos de la política energética definida en el art. 194 

TFUE.10 

De la argumentación del Tribunal, en este asunto, se desprende que la base 

jurídica del artículo 194 TFUE deberá ser la escogida en la medida en que el acto se 

encuentre vinculado por finalidad y contenido a los objetivos de la política energética, 

cuando sea útil para alcanzarlos y, en cualquier caso, teniendo en cuenta la 

aplicabilidad de otras políticas sectoriales más específicas.11  

A priori, por lo tanto, la decisión de la Comisión de fundamentar en el artículo 

194 TFUE las materias tradicionalmente encauzadas vía los títulos de mercado interior, 

medio ambiente, y política coyuntural, se estima coherente con la jurisprudencia 

analizada. 

 

 

2.2. Fronteras con el Título de medio ambiente 

2.2.1. Delimitación del ámbito medioambiental y energético 

La protección del medio ambiente, desde el Derecho de la Unión Europea, se inspira en 

los principios del desarrollo sostenible (art. 3.3 TUE) y tiene una vocación de 

transversalidad, en virtud del principio de integración fijado en el art. 11 TFUE, según 

el cual dicha protección debe integrarse en la definición y en la realización de las 

políticas y acciones de la Unión. Por lo tanto, y como consecuencia lógica, una medida 

comunitaria no corresponde al ámbito de medio ambiente por el mero hecho de que 

persiga un objetivo de protección del medio ambiente.12  

Hecha esta clarificación, debe recordarse que el Título sobre medio ambiente ha 

servido tradicionalmente como cajón de sastre para la adopción de actos en materia de 

 
9  Asunto C-490/10, Parlamento Europeo contra Consejo de la UE, de 6 de septiembre de 2012. 
10 Sentencia del asunto C-490/10, apdo. 67. 
11 Sentencia del asunto C-490/10, apdo. 68-70. 
12 Sentencia del asunto C-300/89, apdo 22. 
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energía ,aun no existiendo una competencia específica para ello.13 Frente a esto, el 

artículo 194 TFUE fija que la política energética atenderá a la necesidad de preservar y 

mejorar el medio ambiente (art. 194.1) y los objetivos de fomento de la eficiencia 

energética y el desarrollo de las fuentes de energía renovables (Peeters, 2014). 

Ante el nuevo escenario diseñado en el Tratado de Lisboa, en la actualidad, la 

mayoría de los instrumentos jurídicos de derecho derivado de la Unión Europea —con 

incidencia en el ámbito energético y con carácter medioambiental— se fundamentan 

sobre la base jurídica de energía (art. 194 TFUE).14 Por su parte, se acude a la base 

jurídica de medio ambiente para la adopción de aquellos instrumentos que, teniendo 

incidencia sobre el ámbito energético, responden a las exigencias del cambio climático.  

En definitiva, la problemática sobre el alcance de ambas bases jurídicas se 

resuelve atendiendo a los objetivos especificados en los Títulos respectivos, algo que 

responde a su vez a la jurisprudencia consolidada sobre determinación de la base 

jurídica.  

 

 

2.2.2. Conflictos derivados de la interacción entre las bases jurídicas: el 

concepto de afectación significativa 

Tras la lectura de las bases jurídicas de energía y medio ambiente, se detecta que estas 

se encuentran conectadas por la posibilidad prevista en los Tratados de adoptar 

medidas que puedan afectar al derecho soberano de los Estados miembros a 

determinar su “mix energético”.15 

Así, de un lado, el artículo 194.2 (energía) fija que las medidas adoptadas en este 

ámbito no afectarán al derecho de un Estado miembro a determinar las condiciones de 

explotación de sus recursos energéticos, sus posibilidades de elegir entre distintas 

fuentes de energía y la estructura general de su abastecimiento energético. Por su 

parte, el artículo 192.2c) (medio ambiente) posibilita la adopción de medidas que 

puedan afectar de forma significativa a la elección por un Estado miembro entre 

distintas fuentes de energía y a la estructura general de su abastecimiento energético, 

siempre y cuando estas se adopten por unanimidad en el Consejo, con arreglo al 

procedimiento legislativo especial. 

Por lo tanto, mientras que la base jurídica de energía impide la adopción de 

medidas que incidan sobre el derecho soberano mencionado, la política 

medioambiental prevé esta posibilidad y, además, permite la adopción de medidas con 

afectación significativa, limitándolas al procedimiento legislativo especial (Huhta, 

2020). Dicho esto, interesa a continuación aclarar dos cuestiones: primero, lo que debe 

 
13 Por ej.: Asunto C-176/03, Comisión contra Consejo de la UE, de 13 de septiembre de 2005, apdo. 44 
14 Se hace referencia en específico aquí a la normativa sobre eficiencia energética, rendimiento 
energético de los edificios y fomento de las renovables.  
15 La expresión “mix energético” alude a la combinación de las diferentes fuentes de energía que cubren 
a cada instante el suministro eléctrico de un país. 
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entenderse por “afectación significativa” en el marco de la base jurídica de medio 

ambiente; y, segundo, la forma en la que opera el límite del art. 194 TFUE. 

Sobre estas cuestiones se han analizado los asuntos T-370/1116 y C-5/16,17 que 

versan ambos sobre la elección de la base jurídica del art. 192.1 TFUE, frente la del art. 

192.2 c), y sobre decisiones relacionadas con la Directiva 2003/87/CE, sobre el 

régimen para el comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero. 

Para empezar, de la jurisprudencia analizada se desprende una primera 

cuestión que parece evidente, sobre la interacción entre las bases jurídicas 

mencionadas. En particular, debe afirmarse que el límite establecido en el artículo 194 

TFUE no resulta en ningún caso extensible a una medida adoptada por la Unión en el 

marco de su política de medio ambiente. Por lo tanto, la protección de los derechos 

soberanos de los Estados miembros recogida en la base jurídica de energía debe 

entenderse sin perjuicio de la base jurídica de medio ambiente.18 

En segundo lugar, y con relación en particular a la base jurídica de medio 

ambiente, los asuntos examinados ofrecen una interpretación del concepto “afectación 

significativa” a los efectos de acudir al procedimiento legislativo especial. Al respecto, 

debe destacarse que, según la jurisprudencia, no son relevantes para apreciar el 

elemento de “afectación significativa” los efectos del acto de la Unión sobre la política 

energética de un Estado miembro en concreto.  

Así, las disposiciones jurídicas de la Unión no pueden dar un trato distinto a las 

regiones de la Unión en función de las fuentes de energías presentes en su territorio, 

para evitar que un Estado miembro concreto se vea obligado a redefinir toda su política 

energética al basarse su consumo mayoritariamente en fuentes no renovables.19. El 

legislador no está obligado a tener en cuenta la situación particular de un Estado 

miembro cuando el acto tiene impacto en todos los Estados miembros, sino que debe 

buscar un equilibrio tomando en consideración los distintos intereses y situaciones de 

todos ellos.20  

Además, debe entenderse que el impacto probable de una medida legislativa 

tiene carácter especulativo y no puede constituirse como un elemento objetivo de 

control sobre la elección de la base jurídica, de modo que “la evaluación del impacto 

sobre la política energética de un Estado miembro no constituye un elemento que deba 

apreciarse al margen de la finalidad o del contenido de dicho acto”.21 

De este razonamiento se deriva una tercera cuestión importante: debe 

realizarse una interpretación restrictiva del concepto “afectación significativa”. En 

efecto, para alcanzar los objetivos de la política medioambiental deben adoptarse 

medidas que “influyen necesariamente en el sector energético de los Estados 

 
16 Sentencia del Asunto T-370/11. 
17 Sentencia del Asunto C-5/16. 
18 Sentencia del Asunto T-370/11, apdo. 17. 
19 Sentencia del Asunto T-370/11, apdos. 104 y 110 
20 Sentencia del Asunto C-5/16, apdo. 167. 
21 Sentencia del Asunto C-5/16, apdo. 42. 
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miembros”,22 por lo que una interpretación amplia del art. 192.2.1.c) tendría como 

consecuencia que el uso de dicho procedimiento excepcional se convirtiera en la regla 

general. Por lo tanto, debe interpretarse que el art. 192.2.1.c): 

solo puede constituir la base jurídica de un acto de la Unión si de la finalidad y 

el contenido de este se desprende que el principal resultado perseguido con 

dicho acto es influir de manera significativa en la elección por un Estado 

miembro entre distintas fuentes de energía y en la estructura general de su 

abastecimiento energético.23  

Habiendo observado estas orientaciones de la jurisprudencia, se pueden 

realizar algunas hipótesis al mismo tiempo sobre la interpretación del límite del 

artículo 194 TFUE. Si se aplican analógicamente los argumentos del Tribunal, se llega 

a la conclusión de que los actos adoptados para el logro de los objetivos del artículo 

194 TFUE inciden también inevitablemente sobre los derechos estatales protegidos, de 

modo que la prohibición establecida en esta base jurídica debería entenderse de forma 

restrictiva. En particular, se circunscribiría a las medidas que tengan por objeto afectar 

tales derechos y valorando el impacto general en la UE, constituyendo parámetros 

difíciles de apreciar en el examen de validez de un acto comunitario. 

La anterior hipótesis es coherente con la práctica de la Comisión Europea de 

acudir a la base jurídica del art. 194 TFUE para adoptar actos que claramente inciden 

en las decisiones nacionales sobre política energética. Debe hacerse referencia en este 

punto a la vigente Directiva sobre fomento de energías renovables, cuya adopción se 

fundamentó en el art. 194 TFUE siguiendo el curso del procedimiento legislativo 

ordinario. Tanto esta norma, como la propuesta por la Comisión en su revisión actual,24 

establecen objetivos vinculantes de cuota de fuentes renovables para los Estados 

miembros, relacionándose directamente con el derecho de los Estados miembros de 

escoger entre distintas fuentes de energía (Talus et al, 2017). 

 

 

2.3. Mercado interior y energía 

2.3.1. Relación entre el ámbito energético y el mercado interior 

El primer impulso de la Unión Europea en el ámbito de la energía correspondió con el 

desarrollo del mercado interior, poniendo el foco en la supresión de barreras y 

obstáculos existentes, y mediante la apertura de los mercados a la competencia. Es 

evidente, entonces, que el sector energético se encuentra sujeto a las reglas del 

 
22 Sentencia del Asunto C-5/16, apdo. 44. 
23 Sentencia del Asunto C-5/16, apdo. 46. 
24 COM 2019, 640 final. 
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mercado interior,25 considerándose la electricidad como una mercancía a estos 

efectos.26 

Asimismo, debe tenerse en cuenta que la política energética incluye como 

objetivo específico garantizar el funcionamiento del mercado de la energía (art. 194.1 

a) TFUE). Otro de los objetivos de la política energética es la protección del medio 

ambiente, y, en este sentido, la salvaguarda del medio ambiente es una exigencia 

imperativa de interés general para justificar restricciones a la libre circulación de 

mercancías.27 Por lo tanto, interesa a nivel interpretativo observar la conciliación entre 

los objetivos del mercado interior y los medioambientales de la política energética, 

para valorar su adecuación a las exigencias de la transición energética. 

 

 

2.3.2. La libre circulación de mercancías y los objetivos de la política energética 

En este punto se ha analizado una saga de sentencias del TJUE que versan sobre la 

dificultad de compatibilizar la persecución de un mercado interior sólido e 

interconectado con la presencia de medidas nacionales para el impulso de energías 

renovables: asunto C-213/96, Outokumpu;28 C-379/98, PreussenElektra;29 C-573/12, 

Alands Vindkraft;30 y, por último, C-492/14, Essent Belgium.31 Dada la separación 

temporal entre los asuntos, permiten abordar la materia desde los distintos niveles de 

integración del mercado interior y tener en cuenta la evolución de la política 

energética. 

El primero de los asuntos analizados es Outokumpu, en el que se examinaba un 

tributo nacional que gravaba la producción de electricidad en función de su método de 

producción, mientras que la electricidad importada era sometida a un régimen 

impositivo basado en un tipo único y promedio.32 El objeto principal de este asunto era 

determinar si existía un tributo interno discriminatorio prohibido por el Derecho 

Comunitario (actual art. 110 TFUE). En este sentido, el Tribunal empezaba el análisis 

sosteniendo que el régimen fiscal diferenciado era compatible con el Derecho 

Comunitario, en la medida en que la protección del medio ambiente constituía uno de 

los objetivos esenciales de la Comunidad y la compatibilidad con el medio ambiente de 

 
25 Sentencia del Asunto C-6/64. 
26 El Tribunal confirmaba la naturaleza de la electricidad como una mercancía para valorar la 
aplicabilidad de las reglas de la competencia en el asunto C-393/92, Almelo, de 27 de abril de 1994 
(apdos. 27 y 28). Vid.: De la Cruz , J. (s.f.). El mercado interior europeo de la electricidad. Centro Europeo 
de Regulación Económica y Competencia, p. 4. 
27 Véase, por ejemplo, el asunto 302/86, Comisión contra Dinamarca, de 20 de septiembre de 1988 
28 Asunto C-213/96, Outokumpu Oy, de 2 de abril de 1998. 
29 Asunto C-379/98, PreussenElektra AG, de 13 de marzo de 2001 
30 Asunto C-573/12, Alands Vindkraft AB, de 1 de julio de 2014. 
31 Asunto C-492/14, Essent Belgium NV, de 29 de septiembre de 2016. 
32 Debe aclararse que la diferenciación entre hechos impositivos (producción versus importación) no es 
conflictiva, puesto que la jurisprudencia los asimila como la misma fase de comercialización dadas las 
características de la electricidad. Por lo tanto, no podría defenderse que la carga fiscal a la importación 
supone en este caso una exacción de efecto equivalente (asunto C-213/96, apdos. 24 y 25). 
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los métodos de producción —en particular de la energía eléctrica— constituía un 

objetivo importante de la política energética de la Comunidad (C-213/96, apdos. 31-

33).33 

Sin embargo, se acababa determinando que el régimen fiscal en cuestión 

reflejaba una tributación discriminatoria, dado que el sistema nacional no permitía al 

importador aportar prueba alguna sobre el método de producción de la electricidad. 

Debido a las características de la electricidad, era imposible determinar el método de 

producción una vez la misma llegaba a la red de distribución y, de ahí, que el sistema 

nacional no preveía aplicar tipos diferenciados a la importación. Ante este argumento, 

el Tribunal objetaba que dificultades de orden práctico no podían justificar la 

aplicación de tributos internos discriminatorios.34 

Mientras que este primer asunto reconoce la importancia de los objetivos 

medioambientales relacionados con la promoción de energías basadas en fuentes 

menos contaminantes, acaba por hacer primar el funcionamiento del mercado interior 

y la libre competencia. En una visión contrapuesta a la mantenida por el Tribunal, es 

de gran interés el argumento del Abogado General: 

me parece que sería desproporcionado privar a los Estados miembros, a falta 

de normas comunitarias en la materia, de toda posibilidad de utilizar un 

sistema de imposición diferenciada para promover objetivos de política 

medioambiental en relación con la producción de electricidad […] habida 

cuenta de que no parece existir ningún otro medio de alcanzar el objetivo 

medioambiental35 (C-213/96, F.G. Jacobs, apdo. 61). 

El siguiente de los asuntos, PreussenElektra, se refiere a una normativa nacional 

que imponía a las empresas suministradoras una obligación de adquisición de 

electricidad generada por energías renovables en su zona de suministro, tratándose de 

determinar si dicha normativa podía constituir una medida de efecto equivalente a una 

restricción cuantitativa a la importación (actuales 34 y 36 TFUE). Partiendo de la 

definición jurisprudencial de medida de efecto equivalente, se consideraba que, en 

efecto, dicha medida podía obstaculizar potencialmente el comercio intracomunitario, 

en tanto que se limitaban las posibilidades de importación, obligando a los operadores 

del Estado miembro a abastecerse de un producto concreto en un porcentaje 

determinado.36  

Con todo, este obstáculo se encontraba justificado por la existencia de un 

objetivo legítimo, la protección del medio ambiente, ya que la normativa nacional 

pretendía fomentar la producción de electricidad procedente de fuentes de energía 

renovables, lo que contribuía a reducir las emisiones de gases de efecto invernadero y 

 
33 No deja de ser curioso que en esta sentencia se hable ya de política energética de la Comunidad, habida 
cuenta del momento histórico en el que se sitúa.  
34 Sentencia del Asunto C-213/96, apdos. 37-38 
35 Conclusiones del Abogado General Jacobs presentadas el 13 de noviembre de 1997, Asunto C-213/96. 
36 Sentencia del Asunto C-379/98, apdos. 70-71. 
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responder a los compromisos climáticos internacionales.37 Además, el Tribunal 

argumentaba que por la propia naturaleza de la electricidad es difícil determinar su 

origen y la fuente de energía de procedencia38 y, concluía que en el estado actual de la 

fase de liberación del mercado de la electricidad aún eran permisibles obstáculos en el 

intercambio de la electricidad.39  

De acuerdo con el Tribunal, una medida nacional como la que se planteaba era 

compatible con los Tratados. Por lo tanto, en la jurisprudencia PreussenElektra se 

acepta la posibilidad de que una normativa estatal genere un obstáculo a la libertad de 

circulación de mercancías, justificándose por los objetivos propios medioambientales 

—y de la política energética vigente— de fomento a las fuentes de energía renovables. 

De hecho, debe indicarse que esta doctrina fue confirmada con posterioridad por la 

primera Directiva de promoción de las energías renovables, la cual permitía “la 

compartimentación de las políticas nacionales de apoyo a las renovables y la limitación 

de las medidas a los operadores energéticos nacionales” (Sánchez, 2017). 

En el tercero de los asuntos, Alands Vindkraft, se analizaba una normativa 

nacional que establecía un sistema de certificados eléctricos, como mecanismo de 

apoyo a la producción de electricidad a partir de fuentes de energía renovable. Dicho 

sistema implicaba la concesión de certificados eléctricos a los productores de 

electricidad verde nacionales, a la vez que obligaba a los proveedores y a determinados 

consumidores de electricidad a adquirir certificados eléctricos que correspondieran 

con cierta cuota de sus ventas y/o consumo. Este mecanismo favorecía 

económicamente a los productores nacionales, con relación a los situados en otros 

Estados miembros, de forma que se planteaba si el sistema nacional constituía una 

medida de efecto equivalente en el sentido del art. 34 TFUE.  

Al respecto, se resolvía sin gran complicación que, efectivamente, se trataba de 

una medida de efecto equivalente a una restricción cuantitativa a la importación, 

obstaculizando las importaciones de electricidad verde de otros Estados miembros. En 

la línea de PreussenElektra, se aceptaba que la promoción de las renovables persigue 

un objetivo de carácter medioambiental, subrayando que se trata de uno de los 

objetivos que deben guiar la política energética de la Unión. Todo ello, a pesar de que 

en el momento en que se resolvía este asunto correspondía con una etapa de 

eliminación de los obstáculos con el fin de alcanzar un mercado interior de la 

electricidad plenamente operativo.40  

De esta forma, el Tribunal determinaba que dicho obstáculo era necesario para 

cumplir con su objetivo legítimo, basándose tanto en la imposibilidad de determinar el 

origen de la electricidad importada, como en la legitimidad de la restricción territorial 

de los sistemas de apoyo nacionales. Respecto esto último, se indicaba que  

 
37 Sentencia del Asunto C-379/98, apdos. 73-74. 
38 Este era el mismo argumento esgrimido por el gobierno finlandés en el asunto Outokumpu para 
defender la necesidad de la diferenciación en el régimen fiscal controvertido, y que fue rebatido por el 
Tribunal.  
39 Sentencia del Asunto C-379/98, apdos. 78 y 81. 
40 Sentencia del Asunto C-573/12, apdos. 73, 81 y 86. 
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dado que el derecho de la Unión no ha llevado a cabo una armonización de los 

sistemas nacionales de apoyo a la electricidad verde, en principio está 

permitido que los Estados miembros establezcan que sólo pueda acogerse a 

tales sistemas la producción de electricidad verde localizada en su territorio.41 

Debe añadirse que dicha restricción se fundamenta también en la protección de 

la confianza legítima de los inversores, ya que para que los sistemas nacionales de 

apoyo funcionen es necesario que los Estados miembros puedan controlar los efectos 

y los costes, así como poder asegurar cierta permanencia y garantías en cuanto al 

desarrollo futuro de la producción de la electricidad verde.42 

En definitiva, el asunto Alands Vindkraft viene a reforzar la doctrina 

PreussenElektra, en la línea de aducir objetivos medioambientales para legitimar 

políticas estatales energéticas y preservar la confianza de los operadores. Se resuelve, 

entonces, desde una perspectiva política y económica, en aras de evitar un colapso de 

los sistemas nacionales de ayudas a la electricidad verde (Fuertes, 2019). 

En el último de los casos analizados, Essent Belgium, se cuestionaba una 

normativa nacional que regulaba la distribución gratuita de electricidad verde,43 bajo 

la condición de que la misma hubiera sido generada en una instalación que inyectara 

directamente dicha electricidad en una red de distribución ubicada en el territorio 

nacional. Por lo tanto, se excluía de la gratuidad la distribución de electricidad verde 

generada en otros Estados miembros. En el presente asunto se volvía a realizar un 

examen de la normativa bajo el concepto de medida de efecto equivalente a la 

restricción cuantitativa a la importación (art. 34 TFUE). 

En particular, la normativa controvertida obstaculizaba las importaciones de 

electricidad verde procedentes de otros Estados miembros, puesto que incitaba a los 

suministradores a comprar la electricidad generada en la región, a través de la ventaja 

económica de la gratuidad en su distribución.44 A continuación, y teniendo en cuenta 

los antecedentes jurisprudenciales, en el presente caso tampoco cabía duda del 

objetivo legítimo de la normativa. En síntesis, el Tribunal se acogió a la doctrina 

sentada en Alands Vindkraft, relativa a la falta de armonización, recordando que los 

mecanismos de apoyo deben contribuir a los objetivos nacionales fijados en la 

normativa y al fomento de la producción nacional de electricidad verde.45  

Bajo la óptica del principio de proporcionalidad, se examinaba si la medida 

nacional era apta y necesaria para alcanzar el objetivo fijado de fomento a la 

producción de electricidad verde. En este examen se señalaba que, a diferencia de los 

mecanismos de apoyo basados en certificados verdes y obligaciones de compra, el 

sistema de distribución gratuita no concede un apoyo directo a los productores de 

 
41 Sentencia del Asunto C-573/12, apdos. 53 y 94 
42 Sentencia del Asunto C-573/12, apdos. 99 y 103. 
43 Es decir, se trataba de una obligación de servicio público impuesta a las empresas gestoras de las redes 
de distribución de la electricidad, en el ámbito de la protección del medio ambiente y del clima (C-
492/14, apdo. 49).  
44 Sentencia del Asunto C-492/14, apdo. 98. 
45 Sentencia del Asunto C-492/14, apdo. 106-107. 
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electricidad verde. De esta manera, el beneficio del productor dependerá de varios 

factores (como el precio de venta fijado por el suministrador al consumidor), por lo que 

tendrá un carácter indirecto, incierto y aleatorio. Por este motivo, el Tribunal llegaba a 

la conclusión de que el sistema nacional no era ni apto ni necesario, en vista de la 

existencia de otros mecanismos que podrían contribuir de forma cierta y efectiva al 

objetivo de incrementar la producción de electricidad verde.46 

Tras haber analizado la jurisprudencia anterior, se extrae de forma general que 

en el conflicto entre el fomento de las renovables y las exigencias del mercado interior 

han primado los intereses medioambientales. En contrapartida, se compartimentan las 

políticas nacionales energéticas, generándose tensiones entre los sistemas estatales de 

apoyo y el mercado de la electricidad, dado que aparecen limitaciones territoriales que 

favorecen la fragmentación del mercado (Fuertes, 2019). 

Por este motivo, parte de la doctrina defiende que el siguiente paso que debería 

dar la Unión debería dirigirse hacia la armonización de los mecanismos de fomento de 

las energías renovables (Muriel-Ciceri, 2017). Al respecto, debe indicarse que, en la 

actual revisión legislativa, se ha propuesto una obligación de cooperación 

transfronteriza entre los Estados miembros para promover la energía renovable. Con 

ello, se han rechazado otras opciones, como podría ser la apertura parcial obligatoria 

de los sistemas de apoyo, la cual se contempla como una opción más eficaz, pero con 

menos aceptación política.47  

En relación con los mecanismos de apoyo, cabe recordar que, de acuerdo con la 

jurisprudencia, estos tienen como lógica facilitar a los Estados miembros el 

cumplimiento de sus objetivos nacionales de promoción de renovables (en otras 

palabras, fomentar su producción nacional). Por lo tanto, una reflexión que podría 

hacerse al respecto es que, tal vez, la fijación de los objetivos a nivel nacional no es el 

método adecuado para alcanzar la transición energética en la Unión de forma 

compatible con el mercado interior. Quizá una forma más conveniente consistiría en 

fijar dichos objetivos por grupos de estados que mantuvieran cooperaciones 

transfronterizas, en el sentido de la directiva propuesta, dado que así se incentivaría la 

competitividad y la eliminación de obstáculos al comercio.  

Por último, tampoco hay que olvidar que las exigencias actuales de la transición 

energética —y en particular de la vertiente de la seguridad energética— empujan a la 

Unión cada vez más a la interconexión. Es menos factible mantener mercados cerrados 

que ahuyenten la importación de electricidad verde dentro del mismo mercado 

interior, dada la situación de dependencia energética de la Unión y el actual escenario 

de inestabilidad. Ante la situación vigente, se requieren acciones más eficaces para el 

buen funcionamiento del mercado y más coherentes con los objetivos de la política 

energética.  

 

 

 
46 Sentencia del Asunto C-492/14, apdos. 111-117. 
47 COM 2021, 557 final, p. 9. 
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2.4. Normas sobre libre competencia y energía 

2.4.1. Relación entre la política energética y la aplicación de las normas sobre 

competencia 

En la aplicación de las normas sobre competencia en el ámbito energético debe tenerse 

en cuenta la consideración de la energía como servicio de interés económico general 

(SIEG, en adelante), es decir, como un servicio comercial que cumple una misión de 

interés general y se encuentra sujeto a obligaciones específicas de servicio público.48 

Además de estas características, el SIEG se vincula con el cumplimiento de otras 

obligaciones específicas de interés general, como puede ser la seguridad en el 

suministro a largo plazo, en el caso de la energía (González, 2018). La particularidad 

que se presenta en este ámbito es que la aplicación de las normas sobre defensa de la 

libre competencia no debe impedir el cumplimiento de la misión asignada al SIEG (art. 

106.2 TFUE) (Segura, 2011). 

Realizada esta puntualización, interesa observar la forma en la que se conjugan 

los elementos de la política energética con relación a las normas sobre competencia, y, 

en particular, en aplicación de las reglas sobre ayudas estatales. En este sentido, las 

normas sobre ayudas estatales desempeñan un papel importante a los efectos de lograr 

los objetivos de la política medioambiental y energética, en tanto que requieren de una 

inversión que exige la movilización de fondos públicos. 

Por este motivo, en la Comunicación Directrices sobre ayudas estatales en 

materia de clima, protección del medio ambiente y energía 2022” la Comisión ofrecía 

seguridad jurídica sobre los parámetros utilizados para evaluar la compatibilidad con 

el mercado interior de ayudas estatales en materia de protección del medio ambiente, 

lo cual incide sobre las ayudas a las energías renovables.49  

 

 

2.4.2. Ayudas estatales en conflicto con los objetivos de la política energética 

A pesar de lo expuesto anteriormente, en nuestra investigación no hemos observado 

casos de ayudas estatales dirigidas a la protección del medio ambiente, sino que, por el 

contrario, se ha puesto el foco de atención en medidas nacionales que perseguían 

objetivos de interés general del sector energético, resultando controvertidas a nivel 

medioambiental. Se ha observado la evolución jurisprudencial marcada por el asunto 

T-57/11, Castelnou Energía SL;50 y los asuntos T-356/1551 y C-594/18P,52 Hinkley 

Point.  

 
48 Vid.: EUR-LEX (s.f.), “Servicios de interés económico general”. https://eur-lex.europa.eu/legal-
content/ES/TXT/?uri=LEGISSUM:services_general_economic_interest 
49 C/2022/481. 
50 Asunto T-57/11, Castelnou Energía SL contra Comisión Europea, de 3 de diciembre de 2014 
51 Asunto T-356/15, República de Austria contra Comisión Europea, de 12 de julio de 2018 
52 Asunto C-594/18P, República de Austria contra Comisión Europea, de 22 de septiembre de 2020 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=LEGISSUM:services_general_economic_interest
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=LEGISSUM:services_general_economic_interest
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El primer asunto jurisprudencial tratado es Castelnou Energía SL, que tenía por 

objeto un recurso de anulación interpuesto contra una Decisión de la Comisión, por la 

que se declaraba compatible con el mercado interior una ayuda estatal (sobre la base 

del art. 106.2 TFUE), en la medida en que se ajustaba a la gestión de un SIEG justificado 

por la garantía de la seguridad del suministro de electricidad (T-57/11, apdo. 7). La 

ayuda en cuestión compensaba los costes de una serie de centrales eléctricas obligadas, 

en virtud del derecho estatal, a abastecerse de carbón autóctono.53 

La parte demandante alegaba una serie de motivos para sostener la nulidad de 

la Decisión de la Comisión, siendo relevantes en lo que aquí concierne dos en particular: 

el primero, la infracción del art. 106.2 TFUE, por la falta de justificación del SIEG; y, el 

segundo, la infracción de la normativa medioambiental. 

Por lo que se refiere al primero de los motivos destacados, se alegaba que no 

existía un riesgo para la seguridad del suministro que justificara la institución del SIEG. 

Al respecto, el Tribunal respondía que, para determinar la naturaleza y el alcance de 

una misión de SIEG, los Estados miembros disponen de un amplio margen de 

apreciación discrecional, de acuerdo con sus circunstancias nacionales. Con todo, la 

Comisión dispondría de una capacidad de control (aunque restringida) acerca de la 

existencia de un riesgo para la seguridad del suministro.54 

En el marco de esta capacidad de control sobre la existencia de un riesgo en la 

seguridad del suministro de electricidad, en el presente asunto la Comisión consideró 

los efectos de la recesión económica, el aislamiento del mercado nacional con relación 

a los demás mercados europeos (interconexiones limitadas), y el incremento de la 

producción de electricidad a partir de renovales (vinculadas a factores meteorológicos 

variables). Además, tampoco se consideró apta para garantizar la seguridad energética 

la energía nuclear, por no considerarse una fuente autóctona (fuente de combustible 

procedente de yacimientos de otros Estados). En vista de estos factores, el Tribunal 

determinó que la Comisión no incurrió en error manifiesto al reconocer la justificación 

del SIEG.55 

En el siguiente de los motivos de la demandante se defendía que la Comisión no 

había tenido en cuenta las disposiciones relativas a medio ambiente al enjuiciar la 

compatibilidad de la ayuda de estado con el derecho primario. En este punto, el 

Tribunal resolvía que la obligación de la Comisión de tener en cuenta las exigencias de 

la protección del medio ambiente en el análisis de una medida de ayuda se debía ceñir 

a aquellas ayudas dirigidas justamente a la protección medioambiental, por lo que “una 

ayuda que produce efectos nefastos sobre el medio ambiente no es contraria, por este 

 
53 Se establecía de esta manera un mecanismo de entrada en funcionamiento preferente: fija la compra 
de la electricidad producida por estas centrales de forma prioritaria a la producida por otras centrales 
que utilizan carbón importado, así como una compensación económica por la diferencia entre los costes 
adicionales de producción y el precio de mercado. 
54 Sentencia del Asunto T-57/11, apdos. 131-136 
55 Sentencia del Asunto T-57/11, apdos. 138, 143, 144 y 173. 
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mero hecho, al establecimiento del mercado interior”.56 57 Todo ello sin perjuicio del 

procedimiento por incumplimiento, “a través del cual la Comisión vela por el respeto 

del conjunto de las disposiciones del Derecho de la Unión, por parte de los Estados 

miembros”.58 

En segundo lugar, hay que hacer referencia al caso Hinkley Point, para el que 

debe observarse tanto la sentencia dictada por el Tribunal General (T-356/15), como 

la resolución posterior del Tribunal de Justicia en casación (C-594/18 P). El presente 

asunto hace referencia a una ayuda de estado declarada compatible con el mercado 

interior por parte de la Comisión (de acuerdo con el art. 107.3.c) TFUE) concedida a 

favor de una central nuclear, con el objetivo de interés público de fomentar y crear 

nuevas capacidades de producción de energía nuclear. El recurso de anulación 

presentado contra la Decisión de la Comisión, relativa a la ayuda de estado, se 

fundamentaba en una larga lista de motivos, debiendo destacarse algunas 

apreciaciones del Tribunal.  

Por una parte, cabe remarcar que se ponía en duda si la ayuda destinada al 

fomento de la energía nuclear perseguía un objetivo de interés común, a los efectos de 

ser considerada compatible con el mercado interior. Al respecto, se resolvía que la 

compatibilidad de un ayuda con el Derecho Comunitario ni exige la persecución de un 

objetivo de interés común, ni cabe limitar los objetivos de los Estados miembros a los 

que son del interés del conjunto o de la mayoría de los Estados miembros de la Unión.59 

Además, el TJUE añadía que el objetivo de promoción de las nucleares se encontraba 

vinculado a la seguridad del abastecimiento energético —que es uno de los objetivos 

fundamentales de la política energética— y al derecho de los Estados miembros, 

reconocido en el artículo 194 TFUE, de determinar su cesta energética, lo que no puede 

excluir la energía nuclear.60  

De otro lado, en el presente asunto se invocaba un conflicto entre el fomento de 

la energía nuclear, los principios de la política medioambiental (protección del medio 

ambiente, precaución y sostenibilidad) y los objetivos de la política energética 

relacionados con el fomento de otras fuentes de energía (T-356/15, apdo. 110). Se 

señalaban desventajas relacionadas con la promoción de las nucleares y, en concreto, 

el hecho de que se perpetuaría la estructura actual de suministro en perjuicio de los 

objetivos de energías renovables. Dichos argumentos fueron rechazados por el 

Tribunal General, dado que se limitaban a cuestionar la idoneidad de la ayuda con 

 
56 Sentencia del Asunto T-57/11, apdo. 189. 
57 Debe hacerse aquí remisión, además, al apdo. 113 de la misma sentencia, en el que se deduce que, a 
pesar de todo, la Comisión entendió que no existía un perjuicio medioambiental dado que, si bien la 
medida producía un incremento de las emisiones de CO², las emisiones globales nacionales seguirían 
situándose dentro de los límites de los compromisos asumidos. Esta conclusión tiene un impacto 
significativo a los efectos de determinar lo que puede entenderse por efectos negativos al medio 
ambiente. 
58 Sentencia del Asunto T-57/11, apdo. 190. 
59 Sentencias del Asunto T-356/15, apdo. 79 y ss. y del Asunto C-594/18 P, apdo. 26. 
60 Sentencia del Asunto C-594/18 P, apdo. 49. 
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relación a otros objetivos de la política energética.61 

En este punto, mientras que el Tribunal General dictaminaba que la protección 

del medio ambiente no constituía un componente del mercado interior y que, por lo 

tanto, no debían tenerse en cuenta dichos principios en el examen de la ayuda de 

estado62 —se acogía a la argumentación del asunto T-57/11—, en casación se rebate 

esta argumentación. Así, el TJUE determinó que una ayuda de estado que infringiera 

las disposiciones del Derecho de la Unión en materia de medio ambiente no podría 

declararse compatible con el mercado interior, dada la necesidad de tener en cuenta el 

principio de integración medioambiental y los objetivos de la política energética del 

art. 194.1 TFUE.63  

No obstante, y a pesar de la revisión del criterio del Tribunal General, en sede 

de casación se siguió priorizando el derecho soberano de los Estados miembros a 

determinar su política energética nacional de la siguiente manera: 

así pues, toda vez que la elección de la energía nuclear corresponde, según estas 

disposiciones del Tratado FUE, a los Estados miembros […] no puede 

considerarse que los principios de protección del medio ambiente, de cautela, 

de quien contamina paga y de sostenibilidad se opongan, en cualquier 

circunstancia, a la concesión de ayudas a la construcción o la explotación de una 

central nuclear.64  

En suma, los asuntos judiciales anteriores permiten dar una visión de la forma 

en la que se interpretan algunos de los objetivos y elementos que conforman la política 

energética, con relación al otorgamiento de ayudas estatales. Así, se ha observado el 

papel que juegan el objetivo de garantizar la seguridad del abastecimiento energético 

de la Unión (art. 194.1 b), con relación al derecho de los Estados miembros a 

determinar las condiciones de explotación de sus recursos energéticos; las 

posibilidades de elegir entre distintas fuentes de energía; y la estructura general de su 

abastecimiento energético (art. 194.2 in fine).  

Sobre la base de estos elementos, la jurisprudencia parece seguir una tendencia 

favorable y flexible en relación con la adopción de las medidas estatales, otorgando un 

amplio margen de apreciación a los Estados para determinar las fuentes que deben 

formar parte de su cesta energética y para decidir el alcance de su interés público.  

Con todo, es cierto que la última sentencia analizada, asunto Hinkley Point en 

casación, ha reformulado la jurisprudencia para introducir la necesidad de valorar las 

exigencias medioambientales en el examen de la compatibilidad de una ayuda estatal 

con el mercado interior. Esto último podría abrir la puerta a la Comisión para apreciar 

la contrariedad de una ayuda estatal al Derecho europeo, atendiendo a sus efectos 

medioambientales (y en particular, al art. 194.1).  

 
61 Sentencia del Asunto T-356/15, apdos. 376-381. 
62 Sentencia del Asunto T-356/15, apdos. 516-517. 
63 Sentencia del Asunto C-594/18 P, apdos. 42 y 44. 
64 Sentencia del Asunto C-594/18, apdo. 49. 
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No obstante, pareciera dificultoso que la Comisión tomara una decisión de este 

tipo, debido, justamente, a la línea general de primar el derecho soberano de los 

Estados miembros, por razones políticas. Por lo tanto, no queda claro —y tampoco se 

deduce de la jurisprudencia— cuáles deberían ser los criterios de la Comisión para que, 

eventualmente, declarara la incompatibilidad de una ayuda de estado con el mercado 

interior sobre la base de los principios medioambientales. 

En este sentido, se ha observado que en el asunto Castelnou Energía SL se 

indicaba que no existía un perjuicio medioambiental derivado de la ayuda a las 

centrales de carbón autóctono, dado que el incremento de las emisiones globales 

nacionales de gases de efecto invernadero (GEI) seguiría situándose dentro de los 

umbrales de los compromisos asumidos. Este es el único criterio que se ha podido 

identificar y no se parece que sea muy acertado, puesto que una medida aisladamente 

considerada, difícilmente podría por ella misma incumplir los objetivos de la política 

de la Unión.  

A pesar de lo anterior, el TJUE acepta que los efectos negativos de las medidas 

estatales sobre el medio ambiente podrían conllevar, eventualmente, un 

incumplimiento estatal de los objetivos medioambientales y energéticos del Derecho 

de la Unión, lo que daría la posibilidad de iniciar un procedimiento de infracción. En 

definitiva, el mayor peso del control sobre las actuaciones estatales recaería en la 

fiscalización a posteriori, por parte de la Comisión, a través del procedimiento de 

infracción. 

 

 

2.5. El principio de solidaridad energética 

2.5.1. La solidaridad energética como elemento estructural del art. 194 TFUE 

Uno de los aspectos definitorios de la política energética, en los términos del art. 194 

TFUE, es la solidaridad energética o el “espíritu de solidaridad”, como un elemento que 

debe inspirar los objetivos de la política energética de la Unión. La incorporación del 

principio de solidaridad energética en el Tratado se puede observar como una 

respuesta a la creciente interconexión entre los mercados nacionales, dados los efectos 

transnacionales de las decisiones de los Estados miembros en esta materia. A su vez, 

puede contemplarse como un mecanismo correctivo ante los posibles riesgos de 

seguridad energética, relacionados con el abastecimiento de gas ruso (Talus et al, 

2017). De acuerdo con parte de la doctrina, la solidaridad energética se trataría de un 

principio de naturaleza política, de forma que en el Tratado Lisboa se habría tratado de 

convertir en un mandato jurídico lo que parecería ser más una voluntad o intención de 

los Estados miembros (Urrea, 2011).  
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2.5.2. Naturaleza jurídica de la solidaridad energética 

Dada la actual situación de la Unión Europea en el marco de la transición energética, la 

evolución del mercado hacia la interdependencia y los peligros derivados de posibles 

crisis de abastecimiento se considera importante analizar el contenido jurídico del 

principio de solidaridad energética. Al respecto, se ha escogido el asunto T-883/16,65 

que se ve confirmado en casación C-848/19 P,66 puesto que trata sobre el alcance de la 

solidaridad energética poniéndola en relación con otros principios del Tratado. 

Para contextualizar el asunto mencionado, y sin ánimo de entrar en el fondo, 

cabe indicar que la controversia gira alrededor de una decisión nacional sobre la 

limitación del acceso transfronterizo a la red de transporte, de distribución y a las 

instalaciones de gas natural, impactando sobre la seguridad en el suministro de otro 

Estado miembro. Las partes en el proceso sostenían dos posiciones contrapuestas 

acerca el alcance jurídico de la solidaridad energética: la parte demandante alegaba 

que debe entenderse como un parámetro para el control de la legalidad de los actos de 

la Unión, mientras que la Comisión defendía que se trataba de un concepto político y 

solo referido a las situaciones de crisis.67 

De acuerdo con el Tribunal, el espíritu de solidaridad entre los Estados 

miembros, mencionado en el art. 194 TFUE, constituye una expresión concreta del 

principio de solidaridad, que es, a la vez, uno de los principios fundamentales del 

Derecho de la Unión, estrechamente vinculado con el principio de cooperación leal.68 

Se trata de un principio bidireccional, en el sentido de que conlleva derechos y 

obligaciones, tanto para la Unión como para los Estados miembros: la Unión está sujeta 

a una obligación de solidaridad frente a los Estados miembros y estos últimos están 

obligados entre ellos y con respecto al interés común de la Unión.69 

En cuanto al alcance de la solidaridad energética, se distingue entre aquellas 

obligaciones de asistencia mutua derivadas de situaciones excepcionales, en las que un 

Estado miembro se puede encontrar en una situación crítica con respecto a su 

suministro energético, y una obligación general de tener en cuenta los intereses de 

otros actores en el ejercicio de las competencias de la Unión y de los Estados miembros, 

lo que incluye la posibilidad de adoptar medidas de prevención de situaciones de 

crisis.70 

Al contrario de lo que sostiene la Comisión, este principio debe tenerse en 

cuenta en la adopción de medidas generales derivadas de la política energética de la 

 
65 Sentencia del Asunto T-883/16, República de Polonia contra Comisión Europea, de 10 de septiembre 
de 2019 
66 Sentencia del Asunto C-848/19 P, República Federal de Alemania contra República de Polonia, de 15 
de julio de 2021. 
67 Sentencia del Asunto T-883/16, apdos. 61 y 65. 
68 Sentencia del Asunto C-848/19 P, apdos. 38 y 41. 
69 Sentencia del Asunto T-883/16, apdo. 70. 
70 Sentencias del Asunto T-883/16, apdos. 71-73, y del Asunto C-848/19 P, apdo. 69. 
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Unión.71 En este sentido, el Tribunal aclara que deben valorarse los intereses en 

materia de energía de otros Estados miembros (seguridad del suministro, viabilidad 

económica y política y la diversificación de las fuentes de suministro), a los efectos de 

ponderarlos en caso de conflicto.72 

Por lo tanto, el principio de solidaridad del art. 194 TFUE produce efectos 

jurídicos vinculantes para los Estados miembros y para las instituciones de la Unión, 

orienta la interpretación de los actos adoptados por las instituciones de la Unión y debe 

utilizarse para el control de la legalidad de los actos de la Comisión.73  

En los asuntos examinados, el Tribunal ha ofrecido una interpretación que se 

ajusta a la realidad actual de la Unión en el marco de la transición energética, tomando 

en consideración la interdependencia de los Estados miembros, a fin de alcanzar la 

seguridad energética. Así, se considera que el pronunciamiento del Tribunal, en esta 

dirección, era necesario, tanto por la situación de la Unión, como para aclarar en 

general las dudas que existían acerca el valor jurídico del principio de solidaridad. Con 

todo, se considera que existirán dificultades a nivel político, dado que el principio de 

solidaridad energética tiene como otra cara de la moneda el derecho soberano de los 

Estados miembros de tomar ciertas decisiones de su política energética.  

 

 

3. CONCLUSIONES 

El objetivo del presente estudio consistía en determinar los criterios interpretativos de 

las competencias en materia de energía de la Unión Europea y de los elementos que 

conforman la base jurídica del art. 194 TFUE, a fin de valorar si se ajustan a las 

exigencias derivadas de la transición energética. A partir de lo observado, se ofrecen 

las siguientes conclusiones con relación a los puntos principales tratados en el artículo. 

 

3.1. Criterios interpretativos generales 

En cuanto al Título de Energía, se ha observado que el artículo 194 TFUE es 

interpretado como la base jurídica adecuada para fundamentar los instrumentos de 

derecho derivado, tradicionalmente encauzados por vía de los títulos de mercado 

interior y medio ambiente. Esta interpretación se ha constatado a raíz de la acción 

política de la Comisión y es coherente con la jurisprudencia examinada. El Título de 

Energía presenta afinidades con otras materias de la UE y aspectos en común que 

deben analizarse para comprender el alcance de las competencias.  

En primer lugar, la base jurídica de energía presenta un punto de conexión con 

el Título de Medio Ambiente, relacionado con la posibilidad de la Unión de adoptar 

 
71 “Este principio, como se desprende del tenor y de la estructura propios de esta disposición, subyace al 
conjunto de los objetivos de la política de la Unión en materia de energía, agrupándolos y dándoles 
coherencia” (C-848/19 P, apdo. 43). 
72 Sentencia del Asunto T-883/16, apdos. 73, 78, 82 y 83. 
73 Sentencia del Asunto C-848/19 P, apdos. 41-45. 
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instrumentos jurídicos que afecten al derecho de los Estados miembros de determinar 

sus fuentes de energía y la estructura de su abastecimiento energético. 

De la jurisprudencia del Tribunal interpretativa del art. 192 TFUE, y aplicable 

analógicamente al art. 194 TFUE, podría entenderse que para lograr los objetivos de la 

política energética deben adoptarse medidas que incidan necesariamente en los 

derechos estatales protegidos, acudiendo a una interpretación restrictiva del concepto 

de “afectación”. Esta conclusión es coherente con la práctica de la Comisión de haber 

fundamentado sobre la base jurídica del 194 TFUE instrumentos que, sin duda, afectan 

a la soberanía nacional en el ámbito energético.  

Sin embargo, se contempla que esta interpretación contradice la literalidad del 

art. 194 TFUE. Por ello, desde la perspectiva de este estudio se valora que una futura 

revisión de los Tratados debería incorporar los parámetros que se desprenden de la 

jurisprudencia, a fin de ofrecer mayor seguridad jurídica. Tal y como se encuentra 

actualmente redactado el Título sobre energía, se podría dudar de la validez de ciertos 

instrumentos de derecho derivado fundamentados en el art. 194 TFUE, y que, no 

obstante, han encontrado el suficiente consenso político como para adoptarse. 

En segundo lugar, por lo que se refiere a los objetivos de la política energética 

vinculados con el correcto funcionamiento del mercado interior, la jurisprudencia 

versa en particular sobre el conflicto entre la libre circulación de la electricidad y los 

mecanismos nacionales de promoción de renovables. Es decir, incide sobre la 

interacción entre los objetivos de los apartados a) y c) del art. 194 TFUE, ofreciendo 

una interpretación sobre su compatibilidad.  

En términos generales, se ha comprobado que la jurisprudencia ha permitido la 

existencia de obstáculos a la libre circulación de mercancías, bajo la forma de medidas 

de efecto equivalente a las restricciones cuantitativas a la importación, para la 

persecución de objetivos medioambientales (promoción de energías renovables). Se ha 

podido detectar que la justificación de esos obstáculos recae en particular en la falta de 

armonización de los sistemas de apoyo a la producción de electricidad verde, y en la 

necesidad de velar por el cumplimiento de los objetivos de renovables a nivel nacional.  

No obstante, las exigencias actuales en materia de seguridad energética y de 

integración del mercado interior llevarían a la necesidad de abrir los mercados 

nacionales a la electricidad verde procedente de otros Estados miembros. Por ende, se 

ha propuesto en este trabajo la necesidad de diseñar un sistema distinto para el 

cumplimiento de los objetivos de cuota de renovables, dirigido a la cooperación entre 

los Estados miembros, de forma que el cierre de los mercados nacionales no se 

encuentre justificado en dichas razones. 

De otro lado, la política energética mantiene relación con la normativa sobre 

libre competencia, siendo relevante la aplicación de las reglas sobre ayudas estatales 

del TFUE. En este ámbito, se ha analizado la interpretación jurisprudencial de algunos 

aspectos de la política energética que entran en conflicto: por un lado, la seguridad del 

suministro (194.1.b TFUE), ligado con el derecho de un Estado miembro a determinar 
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sus fuentes y estructura de abastecimiento energético (194.2 in fine TFUE); y por el 

otro, la protección medioambiental (art. 194.1 TFUE).  

En este ámbito, se ha contemplado que rige, por lo general, la permisibilidad del 

otorgamiento de ayudas de estado que pueden tener algún tipo de impacto negativo 

potencial en el medio ambiente (en concreto, por la promoción de fuentes de energía 

no renovables), sobre la base de la seguridad en el abastecimiento energético nacional 

y el derecho de los Estados miembros de tomar ciertas decisiones en cuanto a su 

política energética.  

Recientemente el TJUE ha reconocido la necesidad de tener en cuenta las 

disposiciones del Derecho de la Unión en materia de medio ambiente, en el examen de 

la compatibilidad de una ayuda de estado con el mercado interior. Sin embargo, no se 

han detectado aun casos judiciales en los que se hayan aplicado los principios de 

protección medioambiental para anular una decisión de la Comisión sobre ayudas 

estatales. 

Según los criterios analizados, se valora que en la práctica será difícil realizar 

una apreciación de este tipo, ya que la jurisprudencia reconoce a los Estados miembros 

una gran esfera de poder discrecional para la toma de ciertas decisiones y para apreciar 

riesgos en su seguridad energética. Por lo tanto, el peso de velar sobre el cumplimiento 

de la normativa medioambiental se deja principalmente en manos de la Comisión, 

mediante el procedimiento de infracción.  

El último elemento analizado corresponde con el principio de solidaridad 

energética incardinado en el art. 194.1 TFUE. A partir de los asuntos judiciales 

estudiados, se ha llegado a la conclusión de que este principio produce efectos jurídicos 

vinculantes y que debe utilizarse para el control de la legalidad de los actos adoptados 

por las instituciones de la Unión, en el sentido de velar por los intereses del conjunto 

de los Estados miembros en materia de energía y ponderarlos en caso de conflicto.  

Esta interpretación jurisprudencial debe acogerse muy favorablemente, dado 

que, si bien comportará dificultades de orden político, se ajusta a las necesidades 

actuales de la Unión en el marco de la transición energética y referidos a la 

interdependencia de los Estados miembros.  

 

 

3.2. Interacción entre los elementos interpretados 

Realizando una interpretación comparada de los distintos elementos que conforman la 

política energética, se han podido localizar algunos puntos débiles, puntos fuertes, e 

incoherencias derivadas del art. 194 TFUE y de su aplicación. 

Como puntos fuertes, debe valorarse positivamente que los objetivos de la 

política energética relacionados con el medio ambiente estén siendo integrados 

progresivamente en la interpretación de todos los demás elementos que conforman el 

art. 194 TFUE (seguridad energética, mercado interior, ayudas de estado, entre otros). 

En concreto, son tenidos en cuenta en la aplicación del principio de proporcionalidad 

para juzgar medidas que afectan negativamente sobre el medio ambiente. Esta 
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tendencia concuerda con las exigencias derivadas de la transición energética, 

vinculadas a la vertiente de la sostenibilidad y dirigidas a la descarbonización de la 

economía. Asimismo, también debe incorporarse en este punto el reconocimiento 

jurisprudencial de la solidaridad energética como un principio del Derecho de la Unión 

transversal y con efectos jurídicos.  

Se estima que el principal punto débil de la política energética giraría alrededor 

de la redacción del artículo 194 TFUE, ya que, según lo explicado, su literalidad no 

concordaría con la realidad. Los límites que se fijan en el texto de la base jurídica de 

energía, referidos a la esfera reservada a los Estados miembros, no parecen ser 

coherentes ni con la práctica de la Comisión ni con la interpretación restrictiva que 

debe realizarse del concepto “afectación”.  

Por otra parte, se han podido detectar problemas derivados de la interacción 

entre los objetivos fijados en el art. 194, prevaleciendo el principio de protección 

medioambiental en perjuicio del buen funcionamiento del mercado interior. Cabe 

recordar que garantizar la interconexión entre los Estados miembros para el buen 

funcionamiento del mercado interior es imprescindible en términos de seguridad 

energética. En cualquier caso, se considera que estos problemas de compatibilidad no 

encontrarían su origen en la definición de la base jurídica del art. 194 TFUE, sino más 

bien en el marco jurídico del derecho derivado, en el que destaca el papel individual de 

los Estados.  

Por último, a raíz de lo expuesto en el artículo se han detectado algunas 

incoherencias interpretativas relacionadas con el derecho soberano de los Estados 

miembros a tomar ciertas decisiones en su política energética nacional (art. 194.2 in 

fine TFUE). De un lado, se ha observado que los Estados miembros tienen un gran 

margen de apreciación para tomar decisiones que se enmarquen en el art. 194.2 in fine 

TFUE, sobre todo con relación al otorgamiento de ayudas de estado y a la constitución 

de SIEG, para garantizar su seguridad energética. No obstante, los Estados miembros 

se verían limitados para invocar la afectación de estos derechos en sede de los 

instrumentos jurídicos que claramente inciden sobre los mismos. Por lo tanto, la 

interpretación que deba realizarse de este apartado del art. 194 TFUE variará en 

función de si la medida o acto controvertido provenga de las instituciones de la UE o 

bien de los Estados miembros.  
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